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CÁMARA DE REPRESENTANTES
P. del S. 1124
INFORME POSITIVO

8 de junio de 2020
A LA CÁMARA DE REPRESENTANTES DE PUERTO RICO

La Comisión de Educación, Arte y Cultura, previo estudio y consideración del P. del S. 1124, tiene a bien recomendar a este Alto Cuerpo la aprobación de esta medida, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que le acompaña.  

ALCANCE DE LA MEDIDA

El P. del S. 1124 persigue adoptar la “Carta de Derechos de los Maestros del Sistema Público de Enseñanza en Puerto Rico”; enmendar el Artículo 2.12(a) de la Ley 85-2018, según enmendada, conocida como “Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico”, con el propósito de atemperarla con las disposiciones de la Carta de Derechos aquí instituida; y para otros fines relacionados.
ANÁLISIS DE LA MEDIDA

De entrada, es menester señalar la importancia que reviste al proyecto de autos. Estimamos que la Exposición de Motivos de la medida, explica por sí misma lo imperativo de aprobarse, al señalarnos que

[l]a Sección 1 del Artículo II de la Constitución de Puerto Rico declara que, “todos los seres humanos son iguales ante la ley”. El reconocimiento de la condición de igualdad de todos los seres humanos en la Constitución, impone al Gobierno de Puerto Rico, la responsabilidad indelegable de proteger, promover, defender, fomentar y crear las circunstancias particulares que propendan a la igual calidad de vida de todos los puertorriqueños y puertorriqueñas.  

Por otro lado, nuestra Ley Suprema en la Sección 5 del Artículo II reconoce que “Toda persona tiene derecho a una educación que propenda al pleno desarrollo de su personalidad y al fortalecimiento del respeto de los derechos del hombre y de las libertades fundamentales…”. Como consecuencia, el Gobierno de Puerto Rico tiene, entre sus prioridades, el mantener una cultura de paz en la escuela puertorriqueña. Esta política pública es manifiesta en legislación reciente e iniciativas administrativas de las diversas agencias e instrumentalidades del ejecutivo en las que se promueve la tolerancia, empatía y los valores universales de dignidad e igualdad. De forma más específica, la Ley 85-2018, según enmendada, conocida como la Ley de Reforma Educativa, establece que los planteles deben ser ambientes óptimos para el aprendizaje donde la comunidad escolar esté libre de peligros a la integridad física. Esto permite que el proceso de enseñanza sea uno efectivo y que el estudiante pueda desarrollarse de forma plena. En dicho proceso, el maestro es una guía esencial e invaluable. Así lo reconoce el Art. 2.11 de la Ley 85-2018, según enmendada, que dicta que “el maestro es el recurso principal del proceso educativo, cuya función primordial es enseñar y educar al estudiante y ser guía y orientador en el proceso de enseñanza y aprendizaje de éste. Sus logros están estrechamente relacionados con su motivación. Para ello, deben contar con el apoyo y los recursos adecuados”.

Consciente de lo anterior, el Art. 2.04, inciso (b) apartado (43) de la Ley 85-2018, según enmendada, enumera, entre los deberes y responsabilidades del Secretario de Educación, el “[s]er sensible a las necesidades y realidades de los maestros y procurar que se les ofrezca un ambiente de trabajo donde se promueva su salud y bienestar emocional, garantizando todos los derechos adquiridos previo a la aprobación de esta Ley”. De igual forma, el Art. 2.12 reconoce algunos derechos a los docentes incluyendo el ser tratado de forma justa, respetuosa y digna por sus compañeros, supervisores padres y alumnos; como también el impartir sus clases en un ambiente sosegado y de armonía. No obstante, el referido Artículo resulta demasiado general y, además, incompleto. Esto contrasta con otras secciones que la ley detalla con más rigor, como las que competen a los deberes y responsabilidades de los maestros y los derechos que gozan los estudiantes y sus padres.

Por otro lado, en los pasados años, se han reportado incidentes de violencia contra maestros de parte de padres y estudiantes. Estas lamentables situaciones ocurren con mayor frecuencia que lo que son reportadas por los medios. Este no es un mal sincrónico que ocurra de forma aislada e independiente, sino que va atado de un deterioro de los valores universales que toda sociedad civilizada reconoce. Esto ha tenido como consecuencia que algunos individuos de nuestra sociedad olviden el valor e importancia que tienen los maestros para el futuro desarrollo de Puerto Rico. Dicha actitud ha logrado influir negativamente en la actitud y deferencia que tienen algunos jóvenes hacia las figuras de autoridad con las que interactúan y a las que le deben el mismo respeto que a cualquier miembro de nuestra sociedad. Esto ha hecho que la labor y desempeño de muchos docentes se vea empañada por la carga emocional que representan ambientes laborales nocivos lo que, a su vez, en el caso de los educadores, repercute en la enseñanza que imparten. Lo anterior, evidencia lo imperativo que es que se vuelva a ver a los educadores del país con el respeto, reverencia y deferencia que merecen.

En aras de alcanzar dicho estándar, y liderando con ejemplo, esta Asamblea Legislativa debe recoger y consolidar, en un documento, los derechos de los maestros del sistema público de enseñanza. Este esfuerzo complementa la intención de la Ley 85-2018, según enmendada, al añadir, entre las prioridades del Gobierno, el reformar no solo la estructura administrativa del Departamento, sino, también, la visión que se tiene del magisterio y el llamado a la enseñanza.

Para el cabal análisis de la medida, esta Comisión evaluó el informe rendido por la Comisión de Educación y Reforma Universitaria del Senado de Puerto Rico. En dicho informe, se expone que se recibieron los comentarios y recomendaciones de cerca de una decena de maestros del sistema de educación pública, de la Unión Nacional de Educadores y Trabajadores de la Educación, Educadores Puertorriqueños en Acción, la Asociación de Maestros, EDUCAMOS y el Departamento de Educación.
Analizada en sus méritos, entendemos que este proyecto requiere ser aprobado con prontitud. Cabe mencionar que el Departamento de Educación es la entidad gubernamental responsable de impartir educación primaria y secundaria de carácter público en Puerto Rico. El Artículo II, Sección 5 de la Constitución de Puerto Rico le garantiza a toda persona el derecho a una educación que propenda al pleno desarrollo de su personalidad y al fortalecimiento del respeto de los derechos del hombre y de las libertades fundamentales. El Departamento, a su vez, se rige por la Ley 85-2018, según enmendada, conocida como “Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico”. 

Nadie puede poner en entredicho el valor de la clase magisterial en Puerto Rico. A esos fines, se han implantado y se están implantando, hoy día, nuevas iniciativas con la intención de darle el reconocimiento que esta merece. A tales efectos, se trabajó una inversión de un aumento salarial de $1,500.00 al año para 25,528 maestros activos en el año académico pasado. Actualmente, hay una promesa de aumento salarial de $500.00 para este año escolar. También, se encuentran trabajando y recomendando una escala salarial que hace justicia a todos los maestros. En esta dirección, el Departamento otorgó 2,558 permanencias en la fase número 1.

Por otro lado, debemos reconocer que la tecnología es una herramienta importante en la sociedad y más aún, en aspectos académicos. Por tal motivo, el Departamento de Educación se encuentra trabajando en una proyección de inversión en infraestructura tecnológica, apta para competir a nivel internacional. Se encuentran trabajando en establecer WI-FI en todas las escuelas del país. De igual modo, para el mayor beneficio de la comunidad escolar, realizaron la compra de libros para las escuelas, se contrató 351 maestros para el proyecto “team teaching”, implementado en 326 escuelas con rezago en área de español. 
A su vez, se trabajó el proyecto de maestros sustitutos en el que se contrató 349 maestros para 615 escuelas, atendiendo las materias básicas de español, matemáticas, ciencias y estudios sociales. Adicionalmente, se asignó un enfermero escolar para 428 escuelas; una inversión aproximada de siete millones de dólares.

En otros aspectos y con el propósito principal de apoyar la educación primaria, se implementó el kínder de transición de 367 escuelas, contando con un total de 605 maestros. Por otro lado, recogiendo el sentir de los maestros, se trabaja en una iniciativa con la intención de que el sistema educativo vuelva a lo comúnmente conocido como “Las semanas de informes de progreso académico: 10, 20, 30 y 40 semanas”. 

También, el Departamento de Educación se dirige a garantizar el receso de Acción de Gracias y Semana Santa, así como el Día del Maestro. Igualmente, a identificar un maestro por región para competir por ser el “maestro del año”. A su vez, incorporarán en el calendario, los días de desarrollo profesional en el cual se salvaguarda la profesionalización del maestro para que este aplique y amplíe su conocimiento, poniendo en práctica las mejores herramientas adquiridas. Esto, en colaboración constante, con la Oficina de Administración y Transformación de los Recursos Humanos del Gobierno de Puerto Rico (OATRH) y la Universidad de Puerto Rico (UPR) para el ofrecimiento del desarrollo profesional. 

Sin duda, el maestro es el recuso más valioso que tiene el Departamento de Educación y en esa dirección hay que realizar todos los esfuerzos necesarios para su mayor bienestar. Por tal motivo, avalamos la medida y recomendamos que se continúe con el trámite legislativo de esta. La legislación objeto de este informe se encuentra alineada con la política pública que establece que el maestro es el recurso principal del proceso educativo, cuya función primordial es enseñar y educar al estudiante y ser guía y orientador en el proceso de enseñanza y aprendizaje de éste. Sus logros están estrechamente relacionados con su motivación. Para ello, deben contar con el apoyo y los recursos adecuados, tanto tecnológicos como de infraestructura. 
Para concluir, no podemos perder de perspectiva que, como Asamblea Legislativa, ostentamos amplios poderes para reglamentar aspectos de bienestar general en Puerto Rico
. Esta facultad emana del poder público del estado o de razón de estado que se utiliza para salvaguardar la seguridad, la salud y el bienestar de los ciudadanos
. A tales efectos, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha definido el concepto poder de razón de estado como “[a]quel poder inherente al Estado que es utilizado por la Legislatura para prohibir o reglamentar ciertas actividades con el propósito de fomentar o proteger la paz pública, moral, salud y bienestar general de la comunidad […]
”. 
Así, se desprende que el poder de razón de estado es uno amplio, por lo que, en el ejercicio del mismo, la Asamblea Legislativa posee plena facultad para aprobar legislación dirigida a adoptar la “Carta de Derechos de los Maestros del Sistema Público de Enseñanza en Puerto Rico”. Lo propuesto en el P. del S. 1124 se encuentra dentro del amplio ámbito de acción y competencia de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico, y a tales efectos, optamos por ejercerlo. 
Finalmente, es preciso indicar que la Sección 1 del Artículo III de la Constitución de Puerto Rico
, delega a la Rama Legislativa la potestad de aprobar leyes. Por su parte, la Sección 17 del referido Artículo III
, delinea el proceso legislativo a observarse para que una legislación presentada se convierta en ley. Asimismo, la Sección 19 del mismo Artículo
, establece los requisitos constitucionales relativos a la aprobación de proyectos de ley, por los Cuerpos Legislativos y el Gobernador de Puerto Rico. 
Expuesto ello, y a base de los preceptos constitucionales antes descritos, es imperativo reconocer y reiterar que la aprobación del P. del S. 1124 es un ejercicio válido de la facultad de esta Asamblea Legislativa, según es aquí fundamentado.

CONCLUSIÓN 
Siendo tarea de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico el crear y aprobar política pública, podemos argüir que el propósito que origina la presentación de la medida ante nuestra consideración, es una acción cobijada dentro del amplio poder que tiene esta Rama, la cual fuera conferida por nuestros constituyentes.
Por lo antes expuesto, la Comisión de Educación, Arte y Cultura de la Cámara de Representantes de Puerto Rico, tiene a bien recomendar a este Alto Cuerpo la aprobación del P. del S. 1124, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que le acompaña.
Respetuosamente sometido,

Hon. Rafael E. Rivera Ortega







Presidente










Comisión de Educación, Arte y Cultura 
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�Domínguez Castro et al. v. E.L.A. I, 178 D.P.R. 1, 36 (2010).  


� Esta Sección, específicamente, dispone que “[e]l Poder Legislativo se ejercerá por una Asamblea Legislativa, que se compondrá de dos Cámaras -el Senado y la Cámara de Representantes- cuyos miembros serán elegidos por votación directa en cada elección general.”


� Esta Sección, específicamente, dispone que “[n]ingún proyecto de ley se convertirá en ley a menos que se imprima, se lea, se remita a comisión y ésta lo devuelva con un informe escrito; pero la cámara correspondiente podrá descargar a la comisión del estudio e informe de cualquier proyecto y proceder a la consideración del mismo. Las cámaras llevarán libros de actas donde harán constar lo relativo al trámite de los proyectos y las votaciones emitidas a favor y en contra de los mismos. Se dará publicidad a los procedimientos legislativos en un diario de sesiones, en la forma que se determine por ley. No se aprobará ningún proyecto de ley, con excepción de los de presupuesto general, que contenga más de un asunto, el cual deberá ser claramente expresado en su título, y toda aquella parte de una ley cuyo asunto no haya sido expresado en el título será nula. La ley de presupuesto general sólo podrá contener asignaciones y reglas para el desembolso de las mismas. Ningún proyecto de ley será enmendado de manera que cambie su propósito original o incorpore materias extrañas al mismo. Al enmendar cualquier artículo o sección de una ley, dicho artículo sección será promulgado en su totalidad tal como haya quedado enmendado. Todo proyecto de ley para obtener rentas se originará en la Cámara de Representantes, pero el Senado podrá proponer enmiendas o convenir en ellas como si se tratara de cualquier otro proyecto de ley.”


� Esta Sección, específicamente, dispone que “[c]ualquier proyecto de ley que sea aprobado por una mayoría del número total de los miembros que componen cada cámara se someterá al Gobernador y se convertirá en ley si éste lo firma o si no lo devuelve con sus objeciones a la cámara de origen dentro de diez días (exceptuando los domingos) contados a partir de la fecha en que lo hubiese recibido. 





Cuando el Gobernador devuelva un proyecto, la cámara que lo reciba consignará las objeciones del Gobernador en el libro de actas y ambas cámaras podrán reconsiderar el proyecto, que de ser aprobado por dos terceras partes del número total de los miembros que componen cada una de ellas, se convertirá en ley. 





Si la Asamblea Legislativa levanta sus sesiones antes de expirar el plazo de diez días de haberse sometido un proyecto al Gobernador, éste quedará relevado de la obligación de devolverlo con sus objeciones, y el proyecto sólo se convertirá en ley de firmarlo el Gobernador dentro de los treinta días de haberlo recibido. 





Toda aprobación final o reconsideración de un proyecto será en votación por lista.”





